TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA

Magistrada Ponente: Claudia María Arcila Ríos


Pereira, mayo veintisiete (27) de dos mil dieciséis (2016) 

Acta No. 253 de 27 de mayo de 2016.

Expediente No. 66001-31-10-003-2016-00212-01
Decide esta Sala sobre la impugnación formulada por el accionante, frente a la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de la ciudad, el 12 de abril último, en la acción de tutela que instauró el señor Luís Eduardo Guerra Muñoz contra la ARL Positiva Compañía de Seguros.
A N T E C E D E N T E S

1.- Relató el actor los hechos que admiten el siguiente resumen: 

1.1 El día 28 de enero de 2012 sufrió un accidente de trabajo, motivo por el cual se inició una controversia entre la EPS y la ARL para definir el origen de la invalidez y el porcentaje de la misma.

1.2 La Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda, mediante dictamen No. 516-2015 de fecha 3 de agosto de 2015, estableció un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 0.00% y origen laboral. Frente a dicho dictamen interpuso recurso de apelación ante la Junta Nacional de Calificación de Invalidez.  

1.3 Esta lo citó para el día 11 de diciembre de 2015 en la sede de la entidad, esto es, en la ciudad de Bogotá, a efectos de realizarse la valoración correspondiente.

1.4 Acudió ante la ARL accionada para que le suministrara los gastos de traslado para él y un acompañante; la persona que lo atendió le indicó que estaban en dicho trámite, pero que ante la urgencia, comprara los tiquetes que luego le serían reembolsados.
1.5 Efectivamente, el 11 de diciembre, le fue practicada la valoración por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y para poder asistir, asumió con sus propios recursos el valor de los tiquetes aéreos, la alimentación y hospedaje, por la suma de $855.760.
1.6 El 26 de febrero de 2016 radicó ante la ARL Positiva la respectiva solicitud de reembolso, en los formularios que tienen para el efecto y adjuntó los respectivos soportes.
1.7 El pasado 3 de marzo la ARL Positiva le informó que la solicitud de reembolso No. 6054, radicada el 26 de febrero, fue denegada porque “… la compañía estaba gestionando el traslado para asistencia a Junta Nacional el usuario sin consentimiento compra los tiquetes la entidad le informa que no se reconocerán ya que no es pertinente el traslado aéreo, por otro lado la ARL no cubre el servicio de alimentación y hospedaje...”.
1.8 Su situación económica no es fácil, a tal punto que debió interponer acción de tutela para que la ARL Positiva y la EPS Saludcoop le pagaran las incapacidades médicas de las cuales deriva su único sustento, incluso ha debido presentar incidentes de desacato para su pago, de ahí que para poder sufragar los gastos de transporte a la ciudad de Bogotá, tuvo que incurrir en préstamos y con la negativa de reintegrarle su valor, se viola su mínimo vital y el debido proceso.
2.- Estos últimos son los derechos que considera lesionados y para obtener su protección, solicita se ordene a la ARL Positiva Compañía de Seguros, resolver de manera favorable la solicitud de reembolso No. 6054, radicada el 26 de febrero de 2016.

A C T U A C I Ó N   P R O C E S A L

1.- Por auto de 29 de marzo se admitió la acción contra la ARL Positiva Compañía de Seguros y se dispuso comunicar esa providencia a la Gerente de Indemnizaciones de dicha entidad.

2.- La entidad accionada, por medio de apoderada judicial, informó que luego de analizar la documentación aportada con la solicitud de reembolso No. 6054, del 26 de febrero de 2016, se decidió negar el reintegro pedido, por $855.760, toda vez que se verificó que la solicitud de autorización fue rechazada por esa compañía mediante comunicación SAL-25149 del 7 de marzo de 2016, es decir, no era procedente la autorización de los desplazamientos, “por cuanto se evidencia que la compañía estaba gestionando el traslado para asistencia a la Junta Nacional el usuario sin consentimiento compra los tiquetes…”. Adujo además que la acción de tutela no resulta procedente para obtener el pago de reembolsos y transcribe apartes de la sentencia T-346 de 2014 de la Corte Constitucional. 
3.- Se puso término a la instancia con sentencia de 12 de abril de este año en la que se declaró improcedente el amparo solicitado. Para decidir así, el funcionario de primera instancia citó jurisprudencia relacionada con el tema objeto de controversia;  indicó que son idóneos los mecanismos judiciales establecidos por el legislador para obtener el reembolso de las sumas como aquellas a las que se refiere el peticionario; este no demostró haber acudido a préstamos; no se presentan circunstancias relevantes que evidencien su vulnerabilidad, ya que no pertenece a algún grupo de personas que requieran una especial protección constitucional; no demostró precariedad en su situación económica, pues como lo indicó, percibe un salario mínimo y recibió la atención que necesitaba.
4.- Inconforme con esa decisión, el accionante la impugnó. Adujo que su situación es precaria, pues desde cuando sufrió el accidente, el 28 de enero de 2012, se encuentra incapacitado, debió instaurar una acción de tutela para obtener el pago de las incapacidades y en repetidas ocasiones formular incidentes de desacato para su cumplimiento; en la actualidad le adeudan los meses de noviembre de 2015, marzo y abril de 2016, situación que por sí sola demuestra que al no tener recursos debe recurrir a préstamos. Frente a que no pertenece a ningún grupo de especial protección, trae a colación el mismo argumento anterior, de encontrarse incapacitado por espacio de más de cuatro años; reitera que fue una funcionaria de la ARL con sede en esta ciudad, quien le dijo que asumiera los gastos y que luego le serían reembolsados; el dinero que reclama, dice, es con lo único que podría alivianar su situación económica, la cual es complicada dada la falta de recursos a causa del no pago de las incapacidades médicas, aunado a que es obligación de la ARL asumir los gastos pretendidos. Solicita se revoque la decisión de primera instancia y en su lugar, se tutelen sus derechos fundamentales.

C O N S I D E R A C I O N E S 

1.- El objeto de la acción de tutela es la protección inmediata de los derechos constitucionales fundamentales, concedida a todos los ciudadanos por el artículo 86 de la Constitución Política, cuando quiera que tales derechos sean amenazados o vulnerados por cualquier autoridad pública y aun por los particulares en los casos que reglamenta el artículo 42 del Decreto 2591 de 1991.

Ese medio excepcional de amparo constitucional tiende entonces a conjurar la lesión o la amenaza de los derechos fundamentales, a fin de permitir al titular su ejercicio o restablecer su goce; la efectividad de la acción reside entonces en la posibilidad para el juez de impartir una orden encaminada a la defensa actual y cierta del derecho conculcado. 

Así, la procedencia de la tutela exige la existencia de acción u omisión atribuible a la persona o autoridad contra la que se dirige, a partir de la cual sea posible analizar si se ha producido la vulneración de los derechos fundamentales del peticionario. 

De acuerdo con lo anterior, verificados los supuestos fácticos y jurídicos que producen la vulneración de uno o varios derechos fundamentales, la decisión del juez no puede ser otra que proferir una orden de obligatorio cumplimiento, en aras a obtener que se restaure el orden constitucional, lesionado en un caso concreto y específico.

2.- Prentende el demandante, para proteger sus derechos al mínimo vital y debido proceso, se ordene a la entidad accionada resolver de manera favorable la solicitud radicada el 26 de febrero de 2016, con el fin de obtener se le reintegre la suma de $855.760, por concepto de los tiquetes aéreos, alimentación y hospedaje, gastos en lo que incurrió para asistir a la valoración de la Junta Nacional de Calificación de Invalidez en la ciudad de Bogotá.

3.- La Corte Constitucional en su línea jurisprudencial en materia de reembolso de gastos médicos, ha precisado que por regla general la tutela se torna improcedente y así lo ha dicho entre otras las sentencias T-259 de 2013, T-105, T-346 y T-644 de 2014. En esta última expuso:

“Las reglas jurisprudenciales para ordenar el reembolso de los gastos médicos.

8. La Corte Constitucional ha precisado que por regla general la tutela es improcedente para conceder el reembolso de gastos médicos, porque: (i) la vulneración o amenaza del derecho fundamental a la salud, se entiende superada cuando la persona accede materialmente al servicio requerido; y (ii) existe otra vía judicial para que el usuario obtenga el reembolso de los gastos médicos en que pudo incurrir y que considera que legalmente no está obligado a asumir. Sin embargo de forma excepcional, esta Corporación ha ordenado el reembolso de los gastos en salud en que inciden los usuarios, lo cual ha sucedido cuando se observan ciertos supuestos.

8.1. En la Sentencia T-259 de 2013, la Sala Novena de Revisión reconstruyó la línea jurisprudencial de reembolso de gastos médicos explicando de forma minuciosa los eventos en que esa pretensión había fracasado o prosperado. En esa oportunidad, precisó que ese precedente era aplicable a los Sistemas General y Especiales de Salud.

Así, concluyó que “la intervención del juez de tutela en materia de reembolso procede bajo ciertas circunstancias especiales y excepcionales, que consisten en que: i) el medio de defensa judicial no es idóneo, de acuerdo a las circunstancias específicas del caso, entre las que se encuentran la edad del interesado o su condición de vulnerabilidad; ii) la empresa prestadora del servicio de salud haya negado proporcionar la atención sin justificación legal, dilatado su cumplimiento, o estaba en presencia de un servicio de urgencia; y iii) existe orden del médico tratante que sugiere su suministro, con independencia de que el profesional de la salud referido sea adscrito a la EPS encargada de prestar el servicio”.

En el fallo referido, la Corte estudió la petición de reembolso de una docente pensionada de una Universidad del Estado que tenía un Sistema Especial de Salud. La servidora pública solicitó la devolución de  $14.500.000.oo., dinero que gastó en la práctica de la rehabilitación oral con un odontólogo particular, a pesar de que la entidad accionada ofreció a la actora de ese entonces los profesionales de la salud que tenía dentro de su red.  Esta Corporación negó la pretensión, “porque: i) no se presentan las circunstancias relevantes que evidencien la vulnerabilidad de la actora; ii) la entidad demandada nunca negó la prestación del servicio; y iii) no existe la orden del médico tratante sobre el suministro referido. Por ende, el reembolso del dinero en que incurrió la tutelante debe ser denegado”.  

8.2. En forma reciente en la Sentencia T-105 de 2014, la Corte reiteró las reglas jurisprudenciales descritas y negó el reembolso de $ 55.488.184.oo que solicitaron los padres de un menor que padecía de parálisis flácida por infección. Lo antepuesto se sustentó en que: i) los mecanismos judiciales ordinarios para obtener el reintegró de dinero eran idóneos; y ii) la EPS accionada no negó o dilató la prestación del servicio de salud.”

4.- El funcionario de primera sede, como ya se indicara, declaró improcedente el amparo solicitado, por cuanto los mecanismos judiciales establecidos por el legislador para obtener el reembolso del dinero pagado por los gastos asumidos por el accionante son idóneos y este no demostró que se encontrara en una situación apremiante, además de haber recibido la atención requerida.

La Sala comparte los argumentos del juzgado de primera sede, pues no se acreditó la existencia de circunstancias relevantes que evidencien una situación de vulnerabilidad del actor, ni que sea un sujeto de especial protección constitucional, por lo que no es desproporcionado que acuda a los mecanismos judiciales ordinarios para obtener lo que pretende por este medio excepcional de protección de derechos fundamentales. Tampoco se demostró que la entidad accionada se haya negado a proporcionar los gastos necesarios para el traslado o demorado en resolver lo relacionado con el asunto. Además, el actor obtuvo la valoración por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez y como lo informó, en virtud de una tutela, tiene garantizado el pago de las incapacidades médicas que se le reconozcan.
5.- Se confirmará entonces la sentencia que se revisa, porque, según lo dicho y de acuerdo con el precedente jurisprudencial que se ha traído a esta providencia, el amparo constitucional resulta improcedente. 
Por lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E 

PRIMERO.- CONFIRMAR, la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Familia de la ciudad, el 12 de abril último, en la acción de tutela que instauró el señor Luís Eduardo Guerra Muñoz contra la ARL Positiva Compañía de Seguros. 

SEGUNDO.- Notifíquese esta decisión a las partes conforme lo previene el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991.

TERCERO.- Envíese el expediente a la Corte Constitucional para su eventual revisión conforme lo dispone el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

Los Magistrados,



CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS



DUBERNEY GRISALES HERRERA


EDDER JIMMY SÁNCHEZ CALAMBÁS
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